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DERECHOS A LA IGUALDAD Y AL DEBIDO PROCESO / REVISIÓN DE LA CALIDAD DE VÍCTIMA DE DESPLAZAMIENTO CONFORME AL PRECEDENTE CONSTITUCIONAL. “[E]l accionante pretende que a través de este mecanismo constitucional se declare la nulidad de los actos administrativos expedidos por las unidades administrativas accionadas, al no cumplir los presupuestos establecidos Ley 1448 de 2011; y en cambio se ordene como se dijo en el párrafo anterior su inclusión en los respectivos registros que maneja cada entidad para efectos de protección de las víctimas, toda vez que según afirma la parte accionante, el señor Uriel Alejandro se encuentra en una situación de desplazamiento que requiere una protección especial. (…) [D]entro del libelo petitorio no se encuentran elementos de prueba suficientes para la concesión de las pretensiones de la parte accionante, en el sentido de ordenar que sea incluido en los registros de la UARIV y la UAEGRTD, ello porque aunque el apoderado judicial del señor Uriel Alejandro elaboró un extenso escrito, a éste sólo adjuntó copia de los actos administrativos, y copias de los pantallazos de unas conversaciones por mensaje de texto con los cuales pretende demostrar la ocurrencia de los hechos victimizantes, sin embargo, debe decírsele que a pesar de la informalidad que caracteriza la acción de tutela, ello no lo exime de aportar al libelo todas y cada una de las pruebas que permitan al Juez establecer sin asomo de dudas que se debe acceder a sus pretensiones. No obstante, para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable, se revocará la decisión de primera instancia, y en su lugar se tutelarán los derechos fundamentales a la igualdad y al debido proceso invocados, y por lo tanto se ordenará a la UARIV y a la UAEGRTD que reestudien nuevamente su caso, estableciendo en esta oportunidad si el señor Uriel Alejandro Londoño es beneficiario de alguno de los socorros que contempla para las víctimas la Ley 387 de 1997, conforme a los presupuestos establecidos en el precedente jurisprudencial del Auto 119 de 2013 de la H. Corte Constitucional.”.     
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	Decisión: 
	Revoca y tutela. 


ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el apoderado judicial del señor URIEL ALEJANDRO LONDOÑO VELASQUEZ, contra el fallo proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira el 23 Enero de 2017, mediante el cual resolvió negar por improcedente la acción de tutela interpuesta por él. 
ANTECEDENTES:

Del extenso escrito presentado por la parte accionante, se pueden extraer como relevantes para el presente asunto los siguientes hechos: 

· Desde el año 2014 ha venido siendo víctima de amenazas provenientes de un grupo al margen de la ley denominado “Cordillera”, el conflicto se originó en una deuda que adquirió su hermano con un tercero, y ante el no pago de la misma, este último “vendió la deuda” a ese grupo.

· Tal circunstancia ha ocasionado que dicho grupo lo busque por intermedio de sus amigos o conocidos, hayan ido a buscarlo en lugares de propiedad suya, e incluso lo hayan abordado  personalmente en sitios distintos, generando amenazas y temores, e instándolo a pagar la deuda que anteriormente contrajo su hermano, la cual ascendía los 700.000.000 de pesos, con el chantaje que de no hacerlo atentarían contra él y/o su familia. Incluso cuando su hermano decidió acudir a la policía para ponerles su caso en conocimiento, lo llamaron de ese grupo “cordillera” a decirle que sabían que estaba en ese lugar, y que se retirara de allí para no hacer más grande el problema, sin embargo puso la respectiva denuncia. 

· Con el transcurrir del tiempo aumentaron los hostigamientos, fueron hasta su casa, donde al no encontrarlo empezaron a gritar desde afuera todo tipo de insultos y agravios, le han exigido que entregue su finca y su casa, le indicaron con direcciones concretas que conocen la ubicación de sus padres y hermanos, y en el momento en que dejó de contestarles llamadas, y resolvió no entregar sus bienes, empezó a recibir mensajes de texto intimidatorios, e incluso lo declararon “objetivo militar”. 

· Tal situación lo obligó a abandonar su casa y su finca junto a su familia, incluidos padres y hermanos, desplazándose por un lapso de 6 meses a la ciudad de Bogotá; y al regresar, un día mientras se encontraba en la finca, llegaron dos personas armadas a buscarlo, y al no encontrarlo, dispararon tres veces como señal de amenaza. Esta serie de eventos lo obligaron a no regresar definitivamente, constituyéndose entonces en una víctima de desplazamiento forzado. 
· De acuerdo a ello, el 24 de septiembre de 2015 acudió a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas –UARIV- para exponer su caso y solicitar su inclusión en el Registro Único de víctimas, y el 08 de octubre del mismo año a la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas –UAEGRTD- para que se le incluyera en el Registro Único de Tierras Despojadas y Abandonadas Forzosamente.  
· Realizado el estudio del caso, la UAEGRTD resolvió mediante Resoluciones No. RV 00548 del 30 de marzo de 2016 y RV 00672 del 20 de abril del mismo año, negar su inclusión en el Registro Único de Tierras Despojadas y Abandonadas Forzosamente, en primer lugar porque sólo acreditó la calidad de propietario frente a cuatro inmuebles de los seis solicitados, en segundo lugar por haber determinado que tampoco se acreditó la configuración de un abandono forzado de tierras como consecuencia de infracciones al derecho internacional humanitario y normas internacionales de derechos humanos ocurridas con ocasión del conflicto armado interno, pues a pesar de haber ocurrido los hechos victimizantes, éstos se originaron en deudas que adquirió su hermano con personas particulares. Decisiones éstas ante las cuales se interpuso recurso de reposición, las cuales fueron resueltas confirmando la posición inicial.     
· Resalta el accionante que la “banda Cordillera” selecciona a las víctimas de sus hechos delictivos, aunque no exista obligación alguna, con el objetivo de obtener dinero para su funcionamiento, lo que constituye un hecho violento que se enmarca dentro del conflicto armado interno. Por otra parte, la UAEGRTD está usando como argumento para su negativa la celebración de un contrato entre un particular y una banda criminal, el cual, según el ordenamiento jurídico al no tener objeto y causa lícitas, carecen de validez.   

· La UARIV también se pronunció sobre la solicitud presentada, de esta manera, mediante Resolución No. 2015-288161 del 16 de diciembre de 2015 resolvió negar la inclusión en el Registro Único de Víctimas del señor Uriel Alejandro Londoño y su núcleo familiar, argumentando igualmente que los hechos victimizantes obedecen a situaciones particulares, decisión frente a la cual se interpuso también el recurso de reposición que fue resuelto negativamente. No obstante, bajo las mismas condiciones se le concedió la inclusión en dicho registro a los padres y hermanos del señor Uriel Alejandro, con lo que se está violando su derecho fundamental a la igualdad.
· El señor Uriel Alejandro ha adquirido cuantiosas obligaciones con el sistema financiero para desarrollar sus actividades agrícolas, que superan los 140.000.000 de pesos, y debido a los hechos delictivos de los cuales ha sido víctima no ha podido cumplir con ellas, por lo que lo han amenazado de iniciar las acciones judiciales pertinentes, toda vez que no ha sido incluido como víctima.       

En vista de lo anterior, solicitó la protección de sus derechos fundamentales y los de su núcleo familiar, al mínimo vital, a la paz, al debido proceso, a la vida digna, a la igualdad, al trabajo y a la solidaridad, y en consecuencia de ello: 

1)  Amparar los Derechos Constitucionales Fundamentales de Uriel Alejandro Londoño Velásquez y su núcleo familiar conformado por Angela María Mesa Tangarife y Matías Londoño Mesa al Mínimo Vital, a la Paz, Al Debido Proceso, A la Vida Digna, A la Dignidad Humana, a la Igualdad, Al Trabajo y a la Solidaridad.

2)  Como consecuencia de lo anterior, Declare la Nulidad de las Resoluciones

·  Na 1320 del 16 de agosto de 2016, a través de la cual se confirmó la resolución Na 00548 del 30 de Marzo de 2016. expedida por la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas.

·  Na 1440 del 11 de septiembre de 2016 a través de la cual se confirmó la resolución Na 00672 del 20 de abril de 2016. expedida por la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas.

·  Na 2015-288161R a través de la cual se confirmó la resolución Na 2015-288161 del 16 de diciembre de 2015 expedida por la Unidad Administrativa para la Reparación Integral de Víctimas del Conflicto Armado.

3)  Ordenar a la UNIDAD ESPECIAL PARA LA ATENCION Y REPARACION INTEGRAL DE VÍCTIMAS, incluir a los accionantes en el registro único de víctimas del conflicto armado interno.

4)  Ordenar a la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTION DE RESTITUCION DE TIERRAS DESPOJADAS incluir en el registro de tierras despojadas y abandonadas forzosamente a los accionantes por lo expuesto en anterioridad.

5)  Ordene a las entidades accionadas brindar de manera oportuna y celera el acompañamiento necesario a mis poderdantes, adoptando las medidas consagradas en la ley 1448 de 2011 y otorgando en su favor los beneficios que sobre la materia establece dicha ley.

6)  Prevenga a la entidades accionadas para que se abstengan de violentar los derechos constitucionales fundamentales del señor Uriel Alejandro Londoño y los su núcleo Familiar.

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 
El Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado avocó el conocimiento de la actuación el 10 de Enero del 2017, y ordenó la notificación y traslado de la la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas –Dirección Territorial Valle del Cauca- y a la Unidad Administrativa para la Atención y Reparación Integral a las Victimas –Dirección Técnica de Registro y Gestión de la Información-. 
Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, decidió mediante sentencia del 23 de Enero de 2017 negar por improcedente la acción de tutela promovida, al considerar que como el objeto de la misma es dejar sin efecto ciertos actos administrativos de las Unidades accionadas, para tal fin existen mecanismos específicos en la jurisdicción contencioso administrativa para dirimir el conflicto, a los cuales se debe acudir por no haberse demostrado la inminencia, urgencia y gravedad que justifiquen una excepcional procedencia de la misma.  
IMPUGNACIÓN

El 30 de Enero del año en curso, abogado DIEGO ALEJANDRO RIVERA MOLANO presentó un memorial mediante el cual impugnó la decisión de primera instancia, expresó que el juzgador de primera instancia equivocadamente indicó que en los documentos probatorios no se evidencia una extrema vulnerabilidad del accionante que le impida acudir a la jurisdicción administrativa en busca de suspensión provisional de los actos administrativos. Además, que en el caso en concreto no existe un perjuicio irremediable, o circunstancia que amerite la intervención del Juez Constitucional de manera oportuna, cuando es plausible establecer que en realidad existe un perjuicio que amenaza no solo los derechos de su poderdante, sino también el de su núcleo familiar. 
Indicó que el señor Uriel Alejandro Londoño Velásquez, está sufriendo de actos violentos que no solo tienen la vocación de intimidar, sino que pueden terminar en un agravio de tal magnitud que acabe con su vida. Por lo anterior, se le han disminuido sus ingresos de manera significativa debido al abandono forzado que padece, y no ha podido desarrollar las actividades agrícolas y ganaderas que efectuaba en la finca objeto de solicitud de restitución, todas vez que de esas actividades se derivaba el sustento de su familia.

En consecuencia, manifestó que su cliente no ha podido cumplir a cabalidad con sus obligaciones dinerarias adquiridas con las entidades financieras para el desarrollo de las actividades laborales en la finca, al mismo tiempo, soporta el cobro ilegal e injusto de unas deudas que no le corresponden y que originaron los hechos victimizantes conocidos, y el cobro jurídico que realizan las entidades financieras.

De esta manera considera que si se estructura la existencia de un perjuicio irremediable, pues de no mediar el actuar del Juez Constitucional, su poderdante perderá lo poco que le queda después de haber tenido que abandonar forzosamente sus tierras, sin contar que ante las negligencias y abandono de las entidades administrativas se verá obligado a salir del país.

CONSIDERACIONES DE LA SALA

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.
En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar si las entidades accionadas han vulnerado de manera alguna los derechos fundamentales del señor Uriel Alejandro Londoño, la UARIV por su parte al no incluirlo en el Registro Único de Víctimas, y la UAEGRTD por no incluirlo en el Registro de Tierras Despojadas y Abandonadas Forzosamente.  

Como el accionante pretende que a través de este mecanismo constitucional se declare la nulidad de los actos administrativos expedidos por las unidades administrativas accionadas, al no cumplir los presupuestos establecidos Ley 1448 de 2011; y en cambio se ordene como se dijo en el párrafo anterior su inclusión en los respectivos registros que maneja cada entidad para efectos de protección de las víctimas, toda vez que según afirma la parte accionante, el señor Uriel Alejandro se encuentra en una situación de desplazamiento que requiere una protección especial. 

La Ley 1448 de 2011, conocida como “Ley de Víctimas” ha establecido que: “Se consideran víctimas, para los efectos de esta ley, aquellas personas que individual o colectivamente hayan sufrido un daño por hechos ocurridos a partir del 1o de enero de 1985, como consecuencia de infracciones al Derecho Internacional Humanitario o de violaciones graves y manifiestas a las normas internacionales de Derechos Humanos, ocurridas con ocasión del conflicto armado interno”
.
Tal presupuesto está establecido en artículo 3º de la Ley 1448 de 2011, el cual fue objeto de una demanda de inconstitucionalidad que fue resuelta por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-253A/12, en la que explicó: 
“6.1.1.   En este acápite de los cargos  se advierte que en el planteamiento de los demandantes y en la orientación de los argumentos de muchos de los intervinientes, existe un error sobre el alcance de las expresiones que se acusan, en la medida en que todos parten de la consideración según la cual la ley niega el carácter de víctimas a los integrantes de los grupos armados al margen de la ley, no obstante que hayan sufrido un daño en las condiciones previstas en el artículo 3º de la ley, esto es, como consecuencia de infracciones al DIH o violaciones graves y manifiestas al DIDH. Sin embargo, como se mostrará a continuación, no es ese el alcance de la ley.
Como se ha dicho, el propósito de la Ley 1448 de 2011 y en particular de lo dispuesto en su artículo 3º, no es el de definir o modificar el concepto de víctima, en la medida en la que esa condición responde a una realidad objetiva, cuyos contornos han sido delineados de manera general en la ley, en instrumentos internacionales y en la jurisprudencia constitucional. Lo que se hace en la ley es identificar, dentro del universo de las víctimas, entendidas éstas, en el contexto de la ley, como toda persona que haya sufrido menoscabo en su integridad o en sus bienes como resultado de una conducta antijurídica, a aquellas que serán destinatarias de las medidas especiales de protección que se adoptan en ella. Para eso la ley acude a una especie de definición operativa, a través de la expresión “[s]e consideran víctimas, para los efectos de esta ley (…)”, giro que implica que se reconoce la existencia de víctimas distintas de aquellas que se consideran tales para los efectos de esta ley en particular, o, en sentido inverso, que, a partir del conjunto total de las víctimas, se identifican algunas que serán las destinatarias de las medidas especiales contenidas en la ley.
Así, para delimitar su ámbito de acción, la ley acude a varios criterios, en primer lugar, el temporal, conforme al cual los hechos de los que se deriva el daño deben haber ocurrido a partir del 1º de enero de 1985; en segundo lugar, el relativo a la naturaleza de las conductas dañosas, que deben consistir en infracciones al Derecho Internacional Humanitario (DIH) o violaciones graves y manifiestas a las normas internacionales de Derechos Humanos (DIDH), y, en tercer lugar, uno de contexto, de acuerdo con el cual tales hechos deben haber ocurrido con ocasión del conflicto armado interno. Adicionalmente, en la ley se contemplan ciertas exclusiones de ese concepto operativo de víctimas.
Es claro que de la anterior delimitación operativa que se hace en la ley no se desprende que quienes no encajen en los criterios allí señalados dejen de ser reconocidos como víctimas. Así, por ejemplo, quien haya sufrido un daño como resultado de actos de delincuencia común, es una víctima conforme a los estándares generales del concepto, y lo que ocurre es que no accede a las medidas especiales de protección previstas en la ley. Lo mismo sucede con personas que hayan sufrido un daño con anterioridad a 1985 o con quienes se vean de manera expresa excluidas del ámbito de aplicación de la ley por factores distintos.”
Como se desprende del texto anterior, el concepto de víctima desarrollado en el artículo 3º de la norma en cita, este es aplicable únicamente para efectos de esa ley, y para determinar quiénes se benefician de los derechos que en esta se contemplan, es decir, delimita el grupo de personas al cual está dirigido, y tal como se indicó en la misma sentencia, se debe hacer una diferenciación entre las personas que han sido víctimas por hechos directamente relacionados con el conflicto armado interno, de las que lo han sido por actos atribuibles a casos de delincuencia común.
Sin embargo, la misma Corte Constitucional se pronunció en el Auto 119 de 2013, aclarando que tal diferenciación a pesar de haber sido planteada en la Ley 1448 de 2011 para morigerar las situaciones especiales de las víctimas del conflicto armado interno, no tienen por qué implicar una situación de desamparo para quienes son víctimas de actos delincuenciales que escapan de ese ámbito, como son las establecidas en la Ley 387 de 1997; tal pronunciamiento será la base para las decisiones que se habrán de tomar en esta oportunidad. 

En dicha disposición se dijo que: 
“Las BACRIM, de acuerdo con la Policía Nacional, “son estructuras de crimen organizado, especializadas en narcotráfico, poseen niveles de hostilidad, vinculados a rentas ilícitas y con alcance nacional y trasnacional [pero] carecen de ideología política y contrainsurgente (…) su propósito es el control de la cadena productiva del narcotráfico”14. En esa medida, si bien en las BACRIM pueden concurrir algunas de las características que son propias del conflicto armado, bajo este concepto no se las puede considerar como actores del mismo al no presentarse la “existencia de factores ideológicos o políticos para fundamentar su actuación” 15

La delincuencia común, tal como fue interpretada por la Corte Constitucional en la sentencia C-253A de 2012 (M.P. Eduardo Mendoza), se entiende en estricta oposición con el conflicto armado. De acuerdo con la interpretación que hace el Ejecutivo sobre la jurisprudencia constitucional, los actos de las BACRIM, al denominarse como actos de la delincuencia común, no se presentarían en el marco del conflicto armado o no guardarían una relación cercana y suficiente con el mismo, a pesar de la permeabilidad de sus actuaciones e interacciones con actores del conflicto armado, o de la violencia de sus acciones. Este argumento se ha prestado para no incluir en el registro a las personas desplazadas por la violencia cuando el perpetrador es alguna BACRIM16.”
Sin embargo, en esa oportunidad la Corte llamó la atención frente a un aspecto, y es que si bien la pluricitada Ley de Víctimas de desplazamiento es especial, no puede ser desconocida la condición de las demás personas que acreditan tal condición aunque en el marco de otras disposiciones como es la Ley 387 de 1997, en la cual se establece que: 

“Artículo 1º.- Del desplazado. Es desplazado toda persona que se ha visto forzada a migrar dentro del territorio nacional abandonando su localidad de residencia o actividades económicas habituales, porque su vida, su integridad física, su seguridad o libertad personales han sido vulneradas o se encuentran directamente amenazadas con ocasión de cualquiera de las siguientes situaciones: Conflicto armado interno; disturbios y tensiones interiores, violencia generalizada, violaciones masivas de los Derechos Humanos, infracciones al Derecho Internacional humanitario u otras circunstancias emanadas de las situaciones anteriores que puedan alterar drásticamente el orden público”
Así las cosas, la Corte Constitucional por medio del Auto 119 de 2013 dejó por sentado que la negativa de la Dirección de Registro de la UARIV de negar la inclusión en el Registro Único de Víctimas de las personas que adquieren tal calidad en escenarios diferentes al del conflicto armado que contempla la Ley 1448 de 2011, es decir en los casos de violencia generalizada, desconociendo, lo estipulado en la Ley 387 de 1997 es vulneratorio de sus derechos fundamentales, al recibir un trato discriminatorio frente a las demás: 
“A partir de los lineamientos anteriores, esta Sala Especial considera que la práctica de la Dirección de Registro que consiste en negar la inscripción en el Registro Único de Víctimas a las personas desplazadas por situaciones de violencia generalizada (como se ha presentado en aquellos casos en los que los actores son las BACRIM y sus acciones no se presentan con ocasión del conflicto armado) y, en términos más amplios, en aquellas circunstancias en las que el desplazamiento no guarda una relación cercana ni suficiente con el mismo, no es acorde con la lectura que esta Corporación ha realizado de la definición operativa de víctima incorporada en la Ley 1448 de 2011, ni con la abundante y consistente jurisprudencia de la Corte Constitucional en relación con los elementos mínimos para adquirir la condición persona desplazada; con el derecho fundamental del que goza a ser reconocida mediante el registro; y con la consecuente garantía de su protección, asistencia, y atención desde el momento mismo del desarraigo hasta lograr su estabilización socioeconómica mediante el retorno o la reubicación. En efecto, las personas desplazadas por situaciones de violencia generalizada y, en términos más amplios, en aquellas circunstancias en las que el desplazamiento no guarda una relación cercana ni suficiente con el conflicto armado, no cuentan con mecanismos ordinarios para satisfacer la situación de emergencia que es producto del desarraigo, sino que, por el contrario, se sitúan en un estado de mayor vulnerabilidad y de déficit de protección por parte de las autoridades responsables, al quedar excluidas del universo de beneficiarios de las medidas de asistencia, atención y protección contempladas en la ley como resultado de su no inscripción en el Registro Único de Víctimas.

(:::) 

De esta manera, a pesar de cumplir con los elementos mínimos para adquirir la condición de persona desplazada por la violencia de acuerdo con los escenarios definidos por la Ley 387 de 1997 y suscritos por la Corte Constitucional, y de encontrarse en una situación en la que se presenta una vulneración masiva y sistemática de sus derechos fundamentales, reciben un trato discriminatorio injustificado en comparación con la población que se vio forzada a desplazarse con ocasión del conflicto armado. Lo anterior, en detrimento del reconocimiento de su condición y de la garantía de su protección, asistencia, y atención desde el momento mismo del desarraigo hasta lograr su estabilización socioeconómica mediante el retorno o la reubicación. Por lo tanto, la ausencia de atención y protección en estos casos que es fruto de la decisión de no inclusión en el registro y la consecuente exclusión de los beneficios de la Ley de Víctimas, es contraria al amparo constitucional que esta Corporación ha reconocido en reiteradas ocasiones a favor de la población desplazada por la violencia en el marco de la Ley 387 de 1997. 

(:::) 

Así, los pronunciamientos de exequibilidad que ha proferido la Sala Plena no pueden entenderse en el sentido de dejar sin atención ni protección a las personas que se vieron forzadas a desplazarse en circunstancias que se encuentran en los escenarios definidos por la Ley 387 y que cumplen con los requisitos mínimos para adquirir tal condición, pero que, como puede ocurrir con el accionar de las BACRIM en determinadas situaciones, no guardan una relación cercana y suficiente con el conflicto armado.” 
En esa oportunidad, la Corte resolvió entonces ordenar a la UARIV que en lo sucesivo procurara garantizar que cuando una persona adquiriera condición de víctima de desplazamiento por la violencia, con independencia de su origen, es decir, de si tiene o no relación con el conflicto armado interno, acceda a las medidas de asistencia, atención y protección integral a las que tiene derecho, en aplicación de la Ley 387 de 1997.  

Teniendo en cuenta lo expuesto con anterioridad, encuentra esta Corporación que las accionadas con su actuar están desconociendo el precedente al que se ha hecho referencia, y al momento de decidir acerca de las solicitudes de inclusión del accionante en sus respectivos registros han dado aplicación únicamente a lo establecido en la Ley 1448 de 2011 con la definición de víctimas que ésta trae, sin hacer mención en ningún momento a los presupuestos de la Ley 387 de 1997, dejando de lado las personas que se enmarcan en situaciones diferentes, que finalmente sufren el mismo tipo de consecuencia, pero que se diferencian por ser víctimas de bandas criminales. 
Por otra parte, llama la atención que en efecto al señor Uriel Londoño Torres, padre del accionante, y su grupo familiar se les incluyó por el mismo asunto en el Registro Único de Víctimas de la UARIV. 

A pesar de lo anterior, encuentra este Cuerpo Colegiado que dentro del libelo petitorio no se encuentran elementos de prueba suficientes para la concesión de las pretensiones de la parte accionante, en el sentido de ordenar que sea incluido en los registros de la UARIV y la UAEGRTD, ello porque aunque el apoderado judicial del señor Uriel Alejandro elaboró un extenso escrito, a éste sólo adjuntó copia de los actos administrativos, y copias de los pantallazos de unas conversaciones por mensaje de texto con los cuales pretende demostrar la ocurrencia de los hechos victimizantes, sin embargo, debe decírsele que a pesar de la informalidad que caracteriza la acción de tutela, ello no lo exime de aportar al libelo todas y cada una de las pruebas que permitan al Juez establecer sin asomo de dudas que se debe acceder a sus pretensiones.
No obstante, para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable, se revocará la decisión de primera instancia, y en su lugar se tutelarán los derechos fundamentales a la igualdad y al debido proceso invocados, y por lo tanto se ordenará a la UARIV y a la UAEGRTD que reestudien nuevamente su caso, estableciendo en esta oportunidad si el señor Uriel Alejandro Londoño es beneficiario de alguno de los socorros que contempla para las víctimas la Ley 387 de 1997, conforme a los presupuestos establecidos en el precedente jurisprudencial del Auto 119 de 2013 de la H. Corte Constitucional.     
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,
RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR el fallo de tutela proferido el 23 de enero de 2017, por medio del cual el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de esta ciudad, negó por improcedente la acción de tutela instaurada por el señor URIEL ALEJANDRO LONDOÑO VELÁSQUEZ.
SEGUNDO: TUTELAR los derechos fundamentales a la igualdad y al debido proceso del señor URIEL ALEJANDRO LONDOÑO VELÁSQUEZ.
TERCERO: ORDENAR a la UARIV y a la UAEGRTD que reestudien nuevamente el caso del señor URIEL ALEJANDRO LONDOÑO VELÁSQUEZ, estableciendo en esta oportunidad si es beneficiario de alguno de los socorros que contempla para las víctimas la Ley 387 de 1997, conforme a los presupuestos establecidos en el precedente jurisprudencial del Auto 119 de 2013 de la H. Corte Constitucional.    
CUARTO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

WILSON FREDY LÓPEZ
Secretario
� Artículo 3º
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